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I. RELACIONES EXTERIORES
Balcanes Occidentales
1999 es el año de la guerra de Kosovo, y las instituciones
comunitarias condenan desde un primer momento las
agresiones de las fuerzas de seguridad serbias contra la
población civil de Kosovo, y la catástrofe humanitaria que
en los primeros meses del año vive la región. La UE apoya
los esfuerzos de la Conferencia de paz de Rambouillet, así
como los acuerdos de París, firmados por los albanokoso-
vares y que otorgan un autogobierno a Kosovo dentro de
la soberanía yugoslava. Tras el fracaso de estas últimas
oportunidades, el cual se imputa directamente al presi-
dente yugoslavo Slobodan Milosevic, y pese a los innume-
rables llamamientos de la UE en favor de una solución
negociada y pacífica, las instituciones europeas respaldan
los ataques aéreos de la OTAN.
Paralelamente, la UE intenta remediar la crisis humanitaria
creada por la afluencia de refugiados de Kosovo a las reg-
iones vecinas, dotando de ayuda financiera a Albania, Ma-
cedonia y Montenegro. Esta última región, pese a formar
parte de Yugoslavia es objeto de un trato diferenciado
por parte de la UE, liberándola de las sanciones impuestas
Yugoslavia. En 1999 se amplían las sanciones a la prohibi-
ción del suministro y venta de petróleo y productos deri-
vados, la congelación de los fondos en el extranjero de
sociedades controladas por los gobiernos de Yugoslavia y
de Serbia, la prohibición al sector privado de financiar
exportaciones a ambos gobiernos, la prohibición de vue-
los comerciales o privados, así como la exportación de
bienes, servicios, tecnología o equipamiento susceptible
de reparar los daños causados por los ataques aéreos a
instalaciones, infraestructuras o equipamientos. Asimismo,
la UE con el objetivo de aislar al régimen de Milosevic,
adopta una estrategia selectiva en las sanciones impuestas
y fortalece el papel de la oposición democrática yugoslava
concediéndole el nivel de interlocutor ante la UE. Se esta-
blece la iniciativa “Energía para la democracia”, consisten-
te en permitir el suministro de gasóleo a determinados
municipios serbios, y se decide llevar a cabo un diálogo
con los dirigentes locales partidarios de la democracia y
dirigentes de organizaciones cívicas.
La UE se muestra resuelta a establecer una estrategia con
el fin de estabilizar la zona de los Balcanes occidentales,
tras una década de continuados confl ictos, y lanza el
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denominado Pacto de Estabi l idad para Europa Sud-
oriental, en el marco de la PESC. Su objetivo es garantizar
la cooperación entre los países de la región para que se
adopten medidas destinadas a asegurar a largo plazo la
estabilización, la seguridad, la democratización y la recons-
trucción y desarrollo económicos de la región, así como a
establecer unas relaciones duraderas de buena vecindad
entre estos países, y entre ellos y la comunidad internacio-
nal. Dicho pacto se desarrollará en estrecha colaboración
con la Organización de Seguridad y Cooperación en
Europa (OSCE). Si bien Yugoslavia queda inicialmente
fuera del Pacto de Estabilidad, Montenegro podrá benefi-
ciarse desde el comienzo del mismo. Una de las primeras
iniciativas desarrolladas con el fin de estabilizar la región
es la oferta hecha a cinco países (Bosnia-Hercegovina, Croa-
cia, Yugoslavia, Macedonia y Albania), de un nuevo tipo de
acuerdos de estabilización y asociación. Los objetivos prin-
cipales de estos acuerdos son: apoyar la consolidación de
la democracia, el Estado de Derecho, el desarrollo econó-
mico y la cooperación regional; fijar un marco oficial para
el diálogo político; instaurar, en cuanto la reforma econó-
mica haya progresado suficientemente, una o varias zonas
de libre comercio; y sentar las bases para la cooperación
en diversos ámbitos. El Consejo Europeo ha reconocido
que la perspectiva de estas nuevas relaciones contractua-
les con los países de la región no es otra que la adhesión
a la UE sobre la base del Tratado de Amsterdam y de los
criterios definidos con ocasión del Consejo Europeo de
Copenhague en junio de 1993.
Albania y Macedonia son los primeros países con los que
se inicia el estudio de viabilidad de nuevas relaciones con-
tractuales con la UE. Por lo que respecta a Macedonia, la
Comisión considera que, tras un período de transición en
algunos ámbitos que exigen importantes reformas, como
el mercado interior o la administración, está en condicio-
nes de ser parte de un acuerdo de estabilización y aso-
ciación, y recomienda iniciar negociaciones con el fin de
establecer un diálogo político con Macedonia, mejorar la
cooperación regional, incluyendo la perspectiva de una
zona de libre comercio en el plazo de diez años tras la
entrada en vigor del acuerdo, así como otras disposiciones
relativas a la libre circulación de trabajadores, servicios y
capitales, y acercar progresivamente la legislación macedo-
nia a la comunitaria, así como cooperar en asuntos como
los de interior y justicia. Por el contrario, Albania no supe-
ra el examen de la Comisión, a causa principalmente de
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problemas generales de estabilidad institucional, de ges-
tión de los asuntos públicos, de funcionamiento básico de
la administración y de primacía del Derecho, de la dificul-
tad de establecer una zona de libre comercio con la UE,
habida cuenta de la importancia relativa de los ingresos
procedentes de los derechos de aduana, así como por la
debilidad general de su economía y su gran dependencia
respecto a la ayuda exterior.
En este marco de reestructuración de las relaciones con
los Balcanes Occidentales, la UE anuncia el establecimien-
to del Programa CARA, dirigido a Albania, Bosnia-Herce-
govina, Croacia, Macedonia y Yugoslavia, para el período
2000-2006, y cuyo objetivo será coordinar mejor el sumi-
nistro de ayuda a estos países, unificando los fundamentos
jurídicos y reglamentos de los actuales programas PHARE
y Obnova. Este último programa es objeto de una modifi-
cación con el fin de crear una agencia encargada de aplicar
los programas comunitarios de reconstrucción de Kosovo
y, posteriormente, cuando las condiciones lo permitan, de
otras regiones de Yugoslavia. El centro operativo de la
agencia se establece inicialmente en Pristina.
En su objetivo de asumir un papel dirigente en los esfuer-
zos de reconstrucción de Kosovo, la UE auspicia en colabo-
ración con el Banco Mundial, dos conferencias de donantes
para Kosovo, en las que se reunieron altos funcionarios de
un centenar de países y de organizaciones internacionales.
Dichas conferencias consiguen reunir cerca de 1.350 millo-
nes de dólares en promesas de donaciones para financiar la
reconstrucción de Kosovo hasta finales del año 2000.
Mediterráneo y Oriente Medio
El proceso de paz en Oriente Medio es objeto de aten-
ción por parte de las diversas instituciones europeas. El
Consejo, en diversas declaraciones, expresa su apoyo al
proceso y, tras deplorar los obstáculos del gobierno israelí
de Benjamin Netanyahu en la aplicación del memoran-
do de Wye River, ve con agrado el clima de confianza
creado tras la llegada al poder del laborista Ehud Barak
quien, tras la firma del memorando de Sharm-el-Sheikh
junto a Yasir Arafat, desbloquea el proceso de paz. La UE
reitera su postura a favor de la autodeterminación del
pueblo palestino, considerando que sólo una Palestina
independiente, democrática y soberana, que sería recono-
cida por la UE, es la mejor garantía para la seguridad de
Israel. También renueva su apoyo a la autoridad palestina
en su lucha contra el terrorismo, y ve con agrado la elimi-
nación de las disposiciones de la Carta Nacional Palestina
que promovían la destrucción del Estado de Israel. La UE
también observa con satisfacción el posible acercamiento
de las posturas entre israelíes y sirios, que puede permitir
la retirada israelí del Líbano y de la franja siria.
Sin embargo, el Parlamento Europeo, en una postura más
crítica, lamenta la débil posición de la UE en el proceso de
paz, pese a ser junto a sus estados miembros el principal
donante en la región, y considera que se debe a la ausen-
cia de una política exterior común, que impide a la Unión
desempeñar un papel unitario. El PE insiste en el papel
político poco significativo en el proceso. Para ello se in-
tenta reforzar la comprensión de las funciones de la UE
en la región, y una de las primeras conclusiones es la 
iniciativa del enviado especial de la UE, Miguel Ángel
Moratinos, de crear el Foro UE-Israel, como plataforma de
reflexión e intercambio entre personalidades de ambas
partes para así conseguir que los líderes de opinión de la
región comprendan mejor la función de la UE.
En el ámbito mediterráneo, continúa el desarrollo del
proceso de Barcelona con la celebración de la Confe-
rencia Euromediterránea en Stuttgart (dicho proceso es
objeto de un tratamiento específico en este Anuario), si
bien la principal novedad con respecto a años anteriores
es la consideración de incluir a Libia en el proceso. El
levantamiento en 1999 de las medidas económicas res-
trictivas vigentes contra este país desde 1993, a excep-
ción del embargo de armas, ha posibilitado la propuesta
del Consejo de convertir a Libia en miembro de pleno
derecho del proceso euromediterráneo en cuanto acep-
te la totalidad del acervo de Barcelona.
Con respecto a los países del Golfo Pérsico, se celebra la
novena sesión del Consejo conjunto entre el Consejo de
Cooperación del Golfo (CCG) y la UE. El Consejo Conjun-
to reaf irma sus planteamientos de que el comercio, la
inversión y la cooperación constituyen los cimientos sobre
los que han de desarrollarse y mejorarse las relaciones eco-
nómicas CCG-UE. El Consejo Conjunto afirma el compro-
miso de intensificar las negociaciones en el 2000 sobre
acuerdos para productos específicos con vistas a celebrar
un acuerdo de libre comercio en el menor tiempo posible.
América Latina
Las relaciones de la UE con América Latina reciben un
nuevo impulso en 1999 a raíz, principalmente, de la cele-
bración en Río de Janeiro de la primera cumbre de Jefes
de Estado o de Gobierno de la UE, América Latina y el
Caribe. Los participantes adoptan la Declaración de Río,
documento programático en el cual se anuncia la inten-
ción de desarrollar una asociación estratégica entre ambas
regiones, tanto a nivel político como económico y cultural.
En el ámbito político, se acuerda priorizar la cooperación
en la lucha contra la delincuencia organizada y la corrup-
ción, la intensificación de la cooperación internacional
contra el terrorismo y el apoyo a proyectos para la con-
servación y el uso sostenible de los recursos naturales,
especialmente a través de la aplicación de la Convención
de Río sobre cambio climático, biodiversidad y desertifica-
ción. En el ámbito económico, el énfasis se pone en el
cumplimiento de los compromisos de la Ronda Uruguay y
la puesta en marcha de la nueva ronda de negociaciones
comerciales multilaterales. En el ámbito cultural, educati-
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vo, científico, tecnológico, social y humano, se destaca la
necesidad de invertir en recursos humanos, poner en mar-
cha programas en los ámbitos de la sanidad y de la educa-
ción con el fin de combatir la marginación, la exclusión
social y la pobreza extrema, así como reforzar la coopera-
ción en los ámbitos de la educación primaria, secundaria y
superior y de la formación profesional.
Con respecto a América Central, y con motivo de los
desastres ocasionados por el huracán Mitch, la Comisión
presenta un plan de acción, basado principalmente en la
creación de un Programa de Reconstrucción Regional en
Centroamérica (PRRAC), que se centra en el apoyo de las
políticas sociales, especialmente salud y educación, por un
importe global de 250 millones de euros para un período
de cuatro años. Los principales países beneficiarios son
Honduras, Nicaragua, El Salvador y Guatemala. Dicho
plan, junto a otras acciones conexas, se considera que
debe contribuir a la transformación de la región, mediante
el fortalecimiento de la democracia, el Estado de Derecho
y la justicia social, así como a través de la reducción de la
pobreza y el fomento del desarrollo sostenible.
Paralelamente, entra en vigor en 1999 el Acuerdo Marco
de Cooperación entre la Comunidad Europea y las repú-
blicas de Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras,
Nicaragua y Panamá (Grupo de San José), el cual hace
especial hincapié en el fortalecimiento y la consolidación
del sistema de integración centroamericano y pretende
poner en práctica la cooperación al desarrollo de la mane-
ra más favorable posible. La cooperación incluirá en con-
creto acciones destinadas a la lucha contra la pobreza
extrema, a mitigar las repercusiones de los programas de
ajuste estructural y a promover la creación de empleo. Las
relaciones con el Grupo de San José se completan este
año con la celebración de la decimoquinta reunión de la
conferencia interminister ia l ,  en la que se aprueba un
comunicado conjunto que destaca la importancia del Plan
de acción aprobado para la reconstrucción de la región, la
entrada en vigor del acuerdo marco de cooperación, así
como los progresos logrados en la consolidación del pro-
ceso de paz y democratización en Centroamérica y en la
integración regional. También se abordaron cuestiones
relativas a la lucha contra el tráfico de drogas, la protec-
ción del medio ambiente en Centroamérica y la apertura
de futuras negociaciones comerciales multilaterales en el
marco de la Organización Mundial del Comercio (OMC).
También a nivel multilateral, entra en vigor en 1999 el
acuerdo marco interregional de cooperación UE-Merco-
sur, celebrándose posteriormente la primera reunión del
consejo de cooperación, creado por dicho acuerdo. En
dicha reunión, la UE y Mercosur deciden entablar las
negociaciones para la liberalización bilateral, progresiva y
recíproca de su comercio, sin excluir ningún sector, y de
acuerdo con las normas de la OMC. La reunión UE-Mer-
cosur se celebra paralelamente a la reunión  del Consejo
conjunto UE-Chile, país con el cual también entra en vigor
este año el acuerdo marco de cooperación, firmado en
1996, cuyo objeto es reforzar las relaciones existentes para
establecer una asociación de carácter político y económico.
El acuerdo con Chile cubre los ámbitos del diálogo político,
las cuestiones comerciales y económicas, la cooperación,
así como otros temas de interés mutuo. Dicho acuerdo
marco prepara el camino para las negociaciones de un futu-
ro acuerdo de asociación política y económica.
Las relaciones UE-México también avanzan, mediante el
proceso de ratificación de un acuerdo de colaboración
económica, coordinación política y cooperación comercial,
concluido por un período de tiempo ilimitado y que insti-
tucionaliza el diálogo político y refuerza y amplía la coope-
ración. Refuerza también las relaciones comerciales y
económicas por medio de una liberalización bilateral y pre-
ferencial, progresiva y recíproca del comercio de acuerdo
con las normas de la OMC. Precisamente en materia de
liberalización del comercio concluyen las negociaciones de
un acuerdo con México, cuyo principal objetivo es el esta-
blecimiento del libre comercio de bienes y servicios.
Asia
En 1999 se celebra la segunda Cumbre Asia-Unión Euro-
pea (ASEM), en la que participan los países miembros del
diálogo Europa-Asia (Brunei, China, Indonesia, Japón, Corea
del Sur, Malasia, Filipinas, Singapur, Tailandia y Vietnam), y
en la cual se abordan distintas cuestiones de interés común
y de actualidad internacional, principalmente relacionadas
con la crisis económica y financiera asiática y con la OMC,
así como el desarrollo de las relaciones multilaterales entre
ambas partes, si bien no se adopta ninguna decisión nove-
dosa o que impulse dichas relaciones. En la reunión de los
ministros de economía de la ASEM sí se debate en profun-
didad sobre las negociaciones multilaterales en el seno de
la OMC, y se adopta un documento sobre el futuro de la
facilitación del comercio, al tiempo que se inaugura un sitio
en Internet (http://www.asem.vie.net), que permite un
acceso directo a todos los sitios en Internet de los socios
de la ASEM, a fin de facilitar las acciones de promoción de
la inversión extranjera directa.
Otro de los ejes multilaterales de las relaciones con Asia
es la relación entre la UE y la Asociación de Naciones de
Sudeste Asiático (ASEAN). La reunión ministerial anual
UE-ASEAN, aprueba un programa de trabajo destinado a
reforzar la cooperación entre las dos partes, mediante
acciones en ámbitos como el acceso al mercado, simplifi-
cación del comercio, propiedad intelectual ,  aduanas,
comercio de servicios, inversiones, energía, medio ambien-
te, cooperación al desarrollo, integración regional, ciencia y
tecnología, educación y formación, cultura, promoción de
la comprensión mutua, transportes, turismo y lucha contra
el tráfico de drogas. Paralelamente, en 1999 se amplía el
acuerdo de cooperación UE-ASEAN a Vietnam, y se pre-
para su ampliación a Camboya y Laos, no así con Myan-
mar, país con el cual la UE mantiene las sanciones vigentes
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desde 1996 por sus violaciones de los derechos humanos
y la represión contra la oposición democrática y las minorí-
as étnicas. Con Camboya, además, entra en vigor el acuer-
do de cooperación que concede a las partes el beneficio
de la claúsula de nación más favorecida para los intercam-
bios de mercancías y que promueve el desarrollo de la
cooperación económica, así como en ámbitos como el
medio ambiente, la agricultura, la energía, la ciencia, la téc-
nica, la infraestructura y la cultura. 
China es otro de los pilares de las relaciones de la UE con
la región asiática. En diciembre de 1999 se celebra en Pekín
la cumbre UE-China, cuyos debates se centran fundamental-
mente en los intereses específicamente europeos que China
debe tener en cuenta en el marco de las negociaciones para
su adhesión a la OMC y en la situación de los derechos
humanos en este país. Se menciona, en particular, el caso de
los disidentes chinos, la represión contra la secta Falun
Gong, el problema del Tíbet y el proceso de ratificación por
China de los Convenios de las Naciones Unidas sobre los
derechos económicos, sociales y culturales (firmado en
1997 por Pekín) y sobre los derechos civiles y políticos (fir-
mado en 1998). El Parlamento Europeo, por su parte, reite-
ra su preocupación en materia de derechos humanos y
solicita la inclusión de una cláusula al respecto cuando se
renueve el acuerdo comercial y de cooperación de 1985,
además de declararse favorable a una polít ica europea
común cuya prioridad absoluta sea el fomento del respeto
de los derechos humanos y de las libertades fundamentales.
Tras la retrocesión de Hong Kong a China, se presenta en
1999 el primer informe anual elaborado por la Comisión,
que evalúa  las relaciones con la UE, la evolución de dicho
enclave y la apl icación del principio “un país, dos sis-
temas”. En él se destaca que no se ha tenido noticia de
ninguna violación de derechos fundamentales, que se ha
respetado la libertad de prensa y que permanece el com-
promiso hacia la liberalización de los mercados. Siguiendo
los pasos de Hong Kong, Macao retorna en 1999 a la 
soberanía china, y la UE expresa su voluntad de vigilar 
de cerca dicho proceso. Las líneas directrices de la política
de la UE con respecto a Macao, establecen que la UE pro-
moverá la aplicación del principio de "un país, dos siste-
mas" con el fin de respaldar plenamente la autonomía
política, económica y cultural de Macao y de preservar su
identidad particular y los derechos y libertades que recoge
la declaración conjunta luso-china de 1987; la UE seguirá
tratando directamente con Macao como socio autónomo
y garantizará la plena aplicación del Acuerdo bilateral de
comercio y cooperación entre la CE y Macao.
Indonesia es otro de los focos de atención por parte de la
UE, tanto por el proceso de transición interna como,
especialmente, a causa del conflicto en Timor Oriental.
Partidaria de una solución pacífica al conflicto de Timor,
apoya en repetidas ocasiones la celebración del referén-
dum sobre la autodeterminación del antiguo enclave por-
tugués, así como la creación de una misión de la ONU. La
UE adopta en septiembre un embargo de armas y la sus-
pensión de la cooperación militar hasta que la situación
interna en el país a causa del proceso de transición dé las
garantías suficientes. Vista la evolución positiva del proce-
so de independencia de Timor y de la transición interna
en Indonesia, el Consejo estudia intensificar la coopera-
ción de la UE en asuntos sociales y medioambientales, así
como el establecimiento de un programa de ayuda al pro-
ceso de reconstrucción de Timor Oriental.
La escalada nuclear entre Pakistán y la India, así como la
tensión causada por la infiltración de grupos armados a
través de la línea de control de Jammu, en Cachemira,
son objeto de atención y condena por parte de las insti-
tuciones europeas. Con Pakistán se prepara un acuerdo
de cooperación que aspira a profundizar las relaciones en
materia de comercio, de desarrollo económico, ciencia,
derechos de propiedad intelectual , medio ambiente,
energía, cooperación regional, lucha contra el tráfico de
drogas y readmisión de ciudadanos, al tiempo que la UE
solicita el restablecimiento del régimen civil democrático.
Las relaciones con la India son analizadas en la reunión
anual de la troika comunitaria con representantes de este
país, acordándose la necesidad de instaurar un diálogo
continuo así como iniciativas y mecanismos de coope-
ración y diálogo concretos. Por lo que respecta a Bangla-
desh, se firma un acuerdo de cooperación, cuyo objetivo
es reforzar y diversificar las relaciones, haciendo hincapié
en la ayuda al desarrollo, la cooperación económica y el
fomento de la protección del medio ambiente.
Estados Unidos, Japón y 
otros países industrializados
Durante 1999 el denominador común de las relaciones de
la UE con Estados Unidos, Japón, y otros países industriali-
zados han sido los contactos previos al inicio de las nuevas
conversaciones multilaterales en el marco de la OMC, la
llamada “ronda del milenio”, así como el refuerzo de la
cooperación política, en particular ante las crisis regionales.
La UE y los Estados Unidos celebran diversos encuentros
con el objetivo de profundizar las relaciones transatlánti-
cas, resultado de las cuales es la “Declaración de Bonn”
basada en una Nueva Agenda Transatlántica y cuyos
objetivos son reforzar la cooperación para prevenir crisis
regionales y evitar conflictos comerciales a través de sis-
temas de alerta rápida. Precisamente, los confl ictos
comerciales han marcado las relaciones entre ambas par-
tes durante 1999. Es el caso de las medidas unilaterales
de Estados Unidos contra el régimen de importación de
plátanos, o las controversias en materia de carne de va-
cuno tratada con hormonas y en dispositivos silenciado-
res de las aeronaves. A nivel contractual, se firma y entra
en vigor un acuerdo sobre medidas sanitarias para prote-
ger la salud pública y animal en el comercio de animales
vivos y productos de origen animal, por el cual se reco-
noce la equivalencia de las medidas sanitarias.
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Otros contactos mantenidos con los Estados Unidos han
servido para preparar las nuevas negociaciones multilatera-
les en el marco de la OMC. Existe acuerdo en que la
nueva ronda de negociaciones debe ser diferente de las
precedentes, tanto en contenido como en procedimiento,
y en que deben tenerse más en cuenta las dimensiones
sociales del comercio así como la necesidad de reforzar las
sinergias positivas entre la liberalización comercial, la pro-
tección del medio ambiente y el desarrollo económico. Se
acuerda también que la nueva ronda deberá ofrecer
importantes oportunidades a los países en vías de desarro-
llo a fin de que refuercen su papel en la economía mundial.
También con Japón se llevan a cabo diversos contactos,
destacando la celebración de la octava cumbre UE-Japón.
Además de abordar las estrategias ante el inicio de las
nuevas rondas de negociación multilaterales comerciales,
se tratan las relaciones mutuas en el ámbito del comercio
y la inversión, la reforma estructural y las medidas de des-
regulación para estimular la economía y mejorar el acceso
de las empresas al mercado, tanto europeo como japo-
nés. La Comisión adopta un documento de trabajo en el
que establece las prioridades futuras de la UE con respec-
to a Japón. Básicamente se trata de centrar y reforzar el
diálogo político entre ambas partes, en particular sobre la
situación política y la inseguridad creada por Corea del
Norte y el papel de China en la región, la evolución de las
estructuras de seguridad en Asia, así como mediante la
puesta en marcha de inic iat ivas comunes en ámbitos
como los Derechos Humanos y la no proliferación de
armas, y de reforzar las relaciones comerciales y económi-
cas, tanto a nivel multilateral como bilateral, principalmen-
te para resolver los problemas de acceso al mercado
japonés de las empresas europeas.
Con Australia tiene lugar un encuentro ministerial en que
se abordan diversas cuestiones de política agrícola y co-
mercial , en especial la reforma de la Polít ica Agrícola
Común (PAC) y la preparación de la próxima ronda de
negociaciones comerciales multilaterales, así como las
medidas de reducción de las emisiones de gases de efecto
invernadero. Por lo que respecta a Nueva Zelanda, se ce-
lebra también una reunión ministerial, en la que se firma
una declaración conjunta que refuerza las relaciones
mutuas, acordándose un mecanismo de información y
consulta mutua en la cooperación económica, en especial
para lograr una mayor liberalización de las inversiones y el
comercio internacional de bienes y servicios, y en materia
de cooperación política y de seguridad, se potencia la
concertación orientada a promover la paz, la estabilidad y
la prosperidad en la región de Asia y el Pacífico.
Los encuentros UE-Canadá centran igualmente sus con-
versaciones en la apertura de la nueva ronda de negocia-
ciones comerciales multi laterales, y se abordan otros
temas de coyuntura internacional, diversidad cultural, la
cuestión de la pesca y los conflictos comerciales. Por lo
que respecta a Corea del Sur, destaca la adopción por
parte del Consejo de unas conclusiones sobre la península
coreana en las que explicita que los principales objetivos
de la UE en la región son conseguir la entrada en vigor en
un futuro próximo del acuerdo marco de comercio y coo-
peración de 1996, actualizar las relaciones económicas
con Corea del Sur, a fin de tener en cuenta la crisis finan-
ciera y las reformas iniciadas para resolverla, y mejorar las
relaciones en el marco de la ASEM.
A nivel multilateral, se celebra en mayo en Tokio la 33ª
reunión cuadrilateral entre la UE, Estados Unidos, Canadá
y Japón, centrada una vez más en sentar las bases de la
próxima conferencia ministerial de la OMC. En particular
los participantes se comprometieron a proseguir los deba-
tes a fin de lograr una adhesión rápida de China a la OMC,
de manera que pueda participar en la próxima ronda de
negociaciones. Se acuerda que la Ronda del Milenio debe-
rá abarcar un mayor número de ámbitos que los acorda-
dos en la ronda Uruguay, como, por ejemplo, los servicios
en sentido amplio, la agricultura, las inversiones, las nor-
mas de competencia, el comercio electrónico, el medio
ambiente y la dimensión social del comercio. Asimismo, se
pronuncian en favor de mejorar la integración de los paí-
ses en desarrollo en el sistema comercial multilateral y for-
mulan el deseo de aumentar la transparencia de la OMC
-para hacer de ésta una organización más atenta a los pro-
blemas de la sociedad civil-, y de designar de manera con-
sensuada al futuro director general de la OMC.
CEI y Mongolia
Las relaciones con los países de la Comunidad de Estados
Independientes (CEI) han sido el escenario elegido para
estrenar un nuevo instrumento de la política exterior y de
seguridad común de la UE creado por el Tratado de Am-
sterdam: las estrategias comunes. Dichas estrategias sien-
tan las bases y especif ican los objetivos de la UE con
respecto a determinadas regiones o países, e introducen
la toma de decisiones por mayoría, reforzando así la cohe-
rencia y la eficacia de la acción de la UE, de la Comisión y
de los estados miembros. Rusia y Ucrania son los países
elegidos para estrenar este nuevo instrumento.
La estrategia común para Rusia, prevista para un período
de cuatro años, con la posibilidad de ser ampliada y revi-
sada, fija cuatro objetivos principales para cuya consecu-
ción la UE trabajará: la consolidación de la democracia, el
Estado de Derecho y las instituciones públicas de Rusia;
la integración de Rusia en un espacio común económico
y social europeo, a través del apoyo a políticas económi-
cas a fin de fortalecer la confianza necesaria para incre-
mentar la inversión nacional y extranjera y cumplir los
requisitos fijados por los organismos crediticios interna-
cionales; la cooperación para reforzar la estabilidad y la
seguridad en Europa y fuera de Europa; y la lucha contra
problemas comunes como la delincuencia organizada, el
blanqueo de dinero, la trata de seres humanos y el tráfi-
co de estupefacientes.
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Paralelamente, se celebran a lo largo del año dos cum-
bres UE-Rusia, y la reunión del consejo de cooperación.
Los debates giran fundamentalmente en torno a la esta-
bilización macroeconómica en Rusia y a cuestiones de
política internacional. En una declaración conjunta ambas
partes renuevan su voluntad de profundizar las relacio-
nes bilaterales, sobre una doble base: la estrategia común
adoptada por la UE y la estrategia a medio plazo presen-
tada por Rusia sobre sus relaciones con la UE para el
período 2000-2010. En el plano comercial, la UE reafir-
ma su voluntad de apoyar los esfuerzos de Rusia en
mejorar el clima para las inversiones en este país, rees-
tructurando las empresas y estableciendo un marco fiscal
más adecuado para atraer inversiones extranjeras. En
cuanto a lucha contra la delincuencia, ambas partes aco-
gen favorablemente el inicio de contactos previos entre
la Europol y las autoridades rusas a fin de determinar las
posibilidades de un acuerdo de cooperación. En la reu-
nión del consejo de cooperación se acuerda la necesidad
de definir un programa global de política económica con
el apoyo del FMI, y se incluyen cuatro nuevos puntos al
programa de trabajo conjunto: la agricultura, la creación
de sociedades, los servicios financieros y los intercambios
en el ámbito educativo. Con el fin de ayudar al desman-
telamiento de las infraestructuras e industrias de arma-
mento y la reconversión de antiguos emplazamientos
mil itares, se establece un programa de cooperación
sobre no proliferación y desarme.
El conflicto de Chechenia es el punto negro de las relacio-
nes de la UE con Rusia y es objeto de condena por parte
de las instituciones europeas. Siguiendo recomendaciones
del Parlamento Europeo, el Consejo Europeo suspende
algunas de las disposiciones del Acuerdo de colaboración y
cooperación y decide transferir los fondos TACIS a la
ayuda humanitaria, en especial a las regiones limítrofes al
conflicto y a Georgia. El Consejo Europeo también adopta
una declaración en la que decide la revisión de la aplicación
de la estrategia común sobre Rusia, así como la suspensión
de algunas disposiciones del Acuerdo de colaboración y
cooperación, la limitación de la financiación a sectores prio-
ritarios incluidos los Derechos Humanos, el Estado de
Derecho, la ayuda a la sociedad civil y la seguridad nuclear.
Ucrania es objeto de la segunda estrategia común adopta-
da por la UE, en la que se establecen los siguientes objeti-
vos: contribuir al desarrollo de una democracia estable,
abierta y pluralista en Ucrania, regida por el Estado de
Derecho y basada en una economía de mercado; cooperar
con Ucrania para mantener la estabilidad y seguridad en
Europa y en el mundo; intensificar la cooperación econó-
mica, política y cultural, así como la cooperación en mate-
ria de justicia y de asuntos de interior. La estrategia común
destaca también que la seguridad nuclear y el desmantela-
miento de la central de Chernóbil son aspectos priorita-
r ios .  En la perspect iva de las fronteras comunes que
existirán entre la UE y Ucrania tras la próxima ampliación,
se propone, además, intensificar la cooperación en los
ámbitos de justicia y de interior como el control de las
fronteras y la lucha contra la delincuencia organizada.
Por lo que respecta a las reuniones anuales institucionali-
zadas como son la cumbre y el consejo de cooperación
UE-Ucrania, se abordan aspectos relativos a la inversión y
al acceso al mercado, expresando la UE su inquietud por
la proliferación de medidas proteccionistas y animando a
este país a aplicar una política comercial compatible con
una conclusión rápida del proceso de adhesión de Ucrania
a la OMC. Las partes acuerdan examinar conjuntamente
los progresos de Ucrania en las reformas del mercado y
las condiciones económicas, para determinar el inicio de
negociaciones sobre una zona de libre cambio. También
se aborda la reforma del sector energético en Ucrania,
incluida la aplicación del memorándum de 1995 sobre el
cierre de Chernóbil previsto para el año 2000.
Los países del Asia Central y el Cáucaso meridional han
experimentado en 1999 un salto cualitativo en sus relacio-
nes con la UE, al entrar en vigor los acuerdos de asociación
y cooperación con Uzbekistán, Kazajstán y Kirguizistán, así
como con Armenia, Azerbaidhzán y Georgia. Dichos acuer-
dos permiten celebrar este mismo año las primeras reunio-
nes anuales de los respectivos consejos de cooperación.
En las reuniones de los consejos de cooperación con Kazaj-
stán, Kirguizistán y Uzbekistán, las partes ratifican su volun-
tad de intensif icar las relaciones polít icas, económicas,
financieras y culturales y de apoyar el proceso de reforma
democrática y de transición hacia la economía de mercado
ya iniciado por estos tres países. En un primer período la
cooperación se centrará en la mejora del clima empresarial,
en el modo de fomentar la cooperación regional en Asia
Central, principalmente a través del Traceca (Corredor de
Transporte Europa-Cáucaso-Asia Central) y del Inogate
(Transporte Interestatal de Petróleo y Gas a Europa), en la
profundización de la asistencia al proceso de democratiza-
ción y en una estrecha cooperación en la lucha contra el
tráfico de drogas. También se abordan las mejoras de las
infraestructuras entre Europa y Asia Central, y la Asisten-
cia Técnica a la Comunidad de Estados Independientes
(TACIS) a efectos de informar mejor a las empresas euro-
peas sobre la oportunidades de inversión.
Con respecto a los países del Cáucaso meridional, los
acuerdos que entran en vigor, además de hacer referencia
expresa al respeto de los principios democráticos, los
Derechos Humanos y los principios de la economía de
mercado, por lo que se refiere al comercio de mercancías,
prevén la concesión mutua del estatuto de nación más
favorecida, así como un trato favorable en las condiciones
de establecimiento y actividad de empresas. Asimismo,
incluye la cooperación para aproximar la legislación de
estos países a la de la UE, desarrollar numerosos sectores
en el terreno económico, prevenir las actividades ilegales
y controlar la inmigración clandestina. En las primeras reu-
niones de los consejos de cooperación con Armenia, Azer-
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baidhzán y Georgia, las partes confirman su voluntad de
intensificar las relaciones políticas, económicas, financieras
y culturales y de apoyar el proceso de reforma democráti-
ca y de transición hacia una economía de mercado. La
cooperación con los países del Cáucaso se centrará en el
apoyo a la resolución de los conflictos internos existentes,
en medidas que faciliten el comercio y la inversión, en el
fomento de la cooperación regional en la zona, en fortale-
cer el proceso de democratización y el respeto de los
Derechos Humanos, así como en una estrecha colabora-
ción en la lucha contra el tráfico de drogas.
La entrada en vigor de los acuerdos con Armenia, Azer-
baidhzán y Georgia, se ve reforzada con la celebración de
una cumbre de la UE con estos países, en la que una vez
más se reitera, en una declaración conjunta, la importancia
de respetar los principios del Estado de Derecho y de
reforzar las instituciones democráticas y la protección de
los Derechos Humanos. La Comisión también adopta una
comunicación en la que reconsidera la estrategia de la UE
en la zona y, en particular, analiza el interés económico y
político de sus acciones en esta región. En ella se constata
que la raíz de muchos de los problemas a los que se en-
frentan las tres repúblicas se encuentra en su incapacidad
de resolver los conflictos étnicos, así como la crisis huma-
nitaria que han supuesto una dependencia excesiva de la
asistencia externa, y para ello considera necesario el apoyo
político a través de la PESC y, en particular, a través de las
instituciones creadas en el marco de los acuerdos. Por otra
parte, la programación de la asistencia técnica bilateral
debería orientarse progresivamente a reforzar el Estado de
Derecho y la aplicación de las normas comunitarias e inter-
nacionales y a mejorar la gestión fiscal, la administración
financiera y el entorno empresarial.
En diciembre se adopta un nuevo reglamento TACIS, para
la concesión de as istencia a Rusia ,  Ucrania ,  Bielarús ,
Georgia, Moldova, Armenia, Azerbaidzhán, Kazajstán,
Kirguizistán, Tadzhikistán, Turkmenistán, Uzbekistán y
Mongolia con objeto de promover la transición a la eco-
nomía de mercado de estos trece países y reforzar la de-
mocracia y el Estado de Derecho en ellos. Prevista para el
período 2000-2006, la dotación presupuestaria para los
seis años ascenderá a 3.138.000 euros. Los programas de
acción destinados a cada país beneficiario abarcarán como
máximo tres de los ámbitos elegibles, a saber: apoyo a la
reforma institucional, jurídica y administrativa; apoyo al
sector privado y ayuda al desarrollo económico; ayuda
destinada a reducir las consecuencias sociales de la transi-
ción; desarrollo de redes de infraestructura; fomento de la
protección del medio ambiente y gestión de los recursos
naturales; y desarrollo de la economía rural. En caso de
necesidad, podrá añadirse a los tres ámbitos de interven-
ción elegidos la ayuda en el sector de la seguridad nuclear.
El nuevo programa tiene por objeto fomentar la coopera-
ción interestatal, interregional y transfronteriza, con la
finalidad principal de ayudar a las regiones fronterizas a
resolver sus problemas específicos de desarrollo, fomen-
tar la conexión transfronteriza, aumentar el r itmo de
transformación de los países afectados y reducir los ries-
gos y contaminación medioambientales.
ACP (África-Caribe-Pacífico, 
países firmantes del Convenio de Lomé)
En el marco del proceso de negociación de un nuevo
acuerdo de asociación ACP-UE se celebran en 1999 las
primeras conferencias ministeriales. Los principales aspec-
tos desarrollados en las negociaciones giran en torno al
diálogo político, la erradicación de la pobreza, la participa-
ción del sector privado, la integración de los países ACP
en el comercio mundial, la introducción de la diferencia-
ción regional y la revisión de la cooperación financiera. Se
debate sobre la noción de buen gobierno, como uno de
los elementos fundamentales del futuro acuerdo, y sobre
la duración del período transitorio que permita a los paí-
ses ACP integrarse en el comercio mundial.
Paralelamente a las negociaciones, el resto de encuentros
UE-ACP siguen su ritmo habitual, celebrándose las respec-
tivas sesiones de la Asamblea Paritaria y del Consejo de
Ministros. Por lo que respecta a la primera, se abordan,
además de las negociaciones, la necesidad de profundizar
el diálogo político, la erradicación de la pobreza en los paí-
ses en vías de desarrollo, la gestión de los conflictos, el
papel de la cooperación regional ACP, y la cuestión de las
preferencias asignadas a los productos básicos de confor-
midad con las normas de la OMC. También se adoptaron
resoluciones sobre la cooperación ACP-UE en los proce-
sos electorales y la implicación de la Asamblea paritaria en
las elecciones, la participación de la sociedad civil en el
proceso de desarrollo, la prohibición de alistar niños en el
ejército y el cambio climático y los pequeños estados insu-
lares. La Asamblea Paritaria también abordó otros temas
como la nueva ronda de negociaciones de la OMC, la in-
migración, el turismo y el desarrollo, el ron, las tecnologías
de la información, el desarrollo de los recursos mineros y
la prevención de las catástrofes naturales.
Los trabajos del Consejo de Ministros se centraron prin-
cipalmente en las cuestiones comerciales, en particular
sobre la toma en consideración de los intereses de los
países en desarrollo en la nueva ronda de negociaciones
en el marco de la OMC, en una preparación conjun-
ta ACP-UE de la décima sesión de la Conferencia de 
las Naciones Unidas para el Comercio y el Desarrollo
(UNCTAD), así como en cuestiones sobre productos
básicos. Se adoptaron dos decisiones, en el marco de la
in ic iat iva de la reducción de la deuda de los Países
Pobres Altamente Endeudados (PPAE) lanzada por el
Banco Mundial y el FMI, relativas respectivamente a la
ayuda excepcional en favor de los países ACP muy en-
deudados y al incremento del mecanismo de ajuste
estructural. Se prevé la utilización, en forma de ayudas
no reembolsables, de recursos programables no asigna-
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dos procedentes del 8º FED (Fondo Europeo de De-
sarrollo) destinados a países ACP seleccionables en el
marco de esta iniciativa, hasta un máximo de 320 millo-
nes de euros, así como una contribución financiera global
de la iniciativa PPAE, hasta un máximo de 680 millones
de euros, al fondo fiduciario vinculado a la iniciativa.
En noviembre tiene lugar, en la República Dominicana, la
segunda cumbre de los Estados ACP (la primera se cele-
bró en Gabón a finales de 1997). Además de los temas
relativos a las negociaciones del futuro Acuerdo de aso-
ciación ACP-CE, como la prórroga del régimen comer-
cial, el importe del 9º Fondo Europeo de Desarrollo, y el
concepto de buen gobierno, se abordaron otros temas
como la consideración de los intereses de los países
ACP en la nueva ronda de negociaciones de la OMC, la
situación de los países pobres altamente endeudados, y
la promoción de la democracia y del Estado de Derecho
en los países ACP. Tras la cumbre se adoptó una decla-
ración titulada "En marcha hacia el tercer milenio", que
resume las orientaciones determinadas por los repre-
sentantes ACP para contribuir a la paz y la seguridad,
fomentar un desarrollo sostenible, proseguir la coopera-
ción entre los países ACP y la UE, y potenciar la coope-
ración entre los países ACP.
Las relaciones con los Países y Territorios de Ultramar
(PTUM) de la UE son objeto de atención con el fin de
reforzar su posición y su papel en el marco de las relacio-
nes UE-ACP, y de cara a establecer asociaciones descentra-
lizadas con los países ACP. Coincidiendo con la finalización
del régimen de asociación entre la UE y los PTUM el 1 de
marzo del 2000, se celebran contactos con sus represen-
tantes y la Comisión aprueba una comunicación en que
preconiza una revisión del régimen de asociación que tenga
en cuenta la evolución del comercio mundial, y define los
nuevos retos que plantea el desarrollo de dichos territo-
rios, entre los que destacan la diversidad y vulnerabilidad, el
paralelismo con los estados ACP, la coherencia con las res-
tantes políticas comunes, la liberalización del comercio, y la
identidad de los PTUM entre la integración en su región y
sus vínculos específicos con la UE.
Tres países han sido objeto de consultas en 1999 con
relación al artículo 366 bis del Convenio de Lomé, el
cual prevé la suspensión de la aplicación del Convenio
cuando una Parte no ha cumplido con el respeto de los
Derechos Humanos, de los principios democráticos y del
Estado de Derecho, se trata de Guinea-Bissau, Comoras
y Níger. En el caso de Guinea-Bissau, la UE constata con
satisfacción que el Gobierno de unidad nacional está rea-
lizando esfuerzos para restablecer el Estado de Derecho
y la democracia en el país, por lo que se decide clausurar
las consultas en este país. Sin embargo, en el caso de las
Comoras y del Níger, pese al compromiso de las autori-
dades de ambos países por restablecer la democracia y
los derechos políticos, ante la ausencia de indicios de una
próxima evolución positiva, se recomienda la adopción
de medidas previstas en el artículo 366 bis, a fin de rea-
nudar la cooperación de manera gradual y condicionada
a los progresos efectivamente realizados en la restaura-
ción del orden democrático.
Tras cuatro años de negociaciones, se firma el Acuerdo de
comercio, desarrollo y cooperación con la República de
Sudáfrica, cuyos objetivos son proporcionar el marco para
el diálogo entre las partes, apoyar los esfuerzos de Sud-
áfrica en consolidar las bases económicas y sociales de su
proceso de transición, promover la cooperación regional y
la integración económica en la región de África meridional,
fomentar el desarrollo y la liberalización del comercio de
bienes, servicios y capitales entre las partes, y promover la
cooperación entre la Comunidad y Sudáfrica. Este acuerdo
cubre numerosos ámbitos e incluye, en particular, disposi-
ciones relativas al establecimiento de una zona de libre
comercio que permita la liberalización de las mercancías,
los servicios y el capital entre las partes, a otras cuestiones
relacionadas con el comercio, la cooperación al desarrollo
y una asistencia financiera, a la cooperación económica,
social y cultural, así como al diálogo político.
Política de desarrollo
En materia de política de desarrollo, buena parte de los
documentos adoptados en 1999 se centran en cuestiones
medioambientales. Destaca la renovación de dos regla-
mentos, uno sobre la integración de la dimensión medio-
ambiental en las acciones de cooperación al desarrollo y
otro sobre medidas para promover la conservación y la
gestión sostenible de los bosques tropicales y de otro tipo
en los países en desarrollo. El primero prioriza acciones
referidas a la diversidad biológica, a la contaminación trans-
fronteriza, a la gestión y la utilización duradera de los re-
cursos naturales. El segundo reglamento se ocupa de las
acciones comunitarias encaminadas a mejorar el estatuto
de los bosques en las políticas nacionales, y a promover la
producción y la utilización de la madera a partir de recur-
sos administrados duraderamente.
En una comunicación titulada “Bosques y desarrollo: plante-
amiento de la CE”, la Comisión define los objetivos de la
Comunidad en cuanto a cooperación en el sector forestal,
y preconiza una mejor sinergia entre la conservación del
sector forestal y las políticas de desarrollo, recomendando
que la política comunitaria de cooperación al desarrollo
contribuya a reducir la deforestación y la degradación
forestal, a aumentar las rentas procedentes de los produc-
tos del sector forestal, y a mantener los recursos genéticos
y la biodiversidad, entre otras cuestiones. También la Co-
misión presenta una estrategia destinada a reforzar las
interconexiones entre los pilares económicos, sociales, polí-
ticos y medioambientales del desarrollo sostenible, en que
defiende una integración sistemática de las cuestiones
medioambientales así como un refuerzo de las funciones
públicas de normativa y de control en el ámbito del medio
ambiente. La Comisión fomenta la incorporación de las
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las capacidades operativas y una mejora de los procedi-
mientos de financiación, así como la necesidad de prestar
una mayor atención a la preparación frente a las catástro-
fes. La coordinación y complementariedad de las políticas
comunitaria y de los estados miembros es uno de los te-
mas que preocupan especialmente, y que tanto Comisión
como Consejo desean reforzar estableciendo estrategias y
mecanismos con la colaboración de los países beneficia-
rios, y facilitando la simplificación y armonización de pro-
cedimientos. Se hace hincapié en la necesidad de un buen
conocimiento de las políticas, prioridades y procedimien-
tos de los países asociados por parte de las delegaciones
de la Comunidad y los representantes de los estados
miembros, el refuerzo del papel de los países asociados, la
descentralización de las responsabilidades y el fortaleci-
miento de las delegaciones comunitarias. Preconiza tam-
bién que los países asociados elaboren los documentos de
estrategia a nivel local, en cooperación con la Comisión y
los estados miembros.
II. AMPLIACIÓN
Durante 1999 continúan las negociaciones de adhesión de
Chipre, Hungría, Polonia, Estonia, la República Checa y Es-
lovenia, celebrándose las terceras y cuartas conferencias
ministeriales. Por lo que se refiere a los cinco países de Eu-
ropa Central, las conclusiones principales de las conferen-
cias son el cierre de los apartados referentes a estadísticas,
protección de los consumidores, telecomunicaciones, polí-
tica industrial y, para Hungría, la República Checa y Eslo-
venia, el asunto de la pesca. Estos capítulos del acervo
comunitario vienen a sumarse a los capítulos PYME, investi-
gación y educación, ya cerrados en la sesión celebrada en
noviembre de 1998 en Bruselas. Por lo que se refiere a
Chipre, se cierran temporalmente lo que atañe a estadísti-
cas, telecomunicaciones, protección de los consumidores,
unión aduanera y relaciones exteriores. Se inician las nego-
ciaciones de un capítulo muy importante del acervo comu-
nitario, el medio ambiente, con respecto al cual todos los
candidatos solicitan varios períodos transitorios más o
menos largos (en particular, para disponer de más tiempo a
f in de real izar las inversiones necesarias que permitan
adoptar el acervo en ámbitos como la purificación del agua
o el tratamiento de residuos). Al mismo tiempo, el capítulo
"Unión Económica y Monetaria (UEM)" se cierra provisio-
nalmente con los seis países. La República Checa cierra
incluso dos capítulos (unión económica y monetaria y libre
circulación de mercancías). En definitiva, de un total de 31
capítulos, la UE y los seis países candidatos han abierto
negociaciones sobre 23 capítulos, de los que ya se han
cerrado provisionalmente entre 8 y 11. Las negociaciones
sobre los demás apartados continuarán en función de las
precisiones que introduzcan los países candidatos sobre la
aplicación del acervo o sobre sus solicitudes de período
transitorio. Para todos los capítulos que han sido cerrados
consideraciones medioambientales y del desarrollo sosteni-
ble en el próximo ciclo de la OMC y destaca la importancia
de la participación de los países en desarrollo en los acuer-
dos medioambientales y de la definición de las prioridades
específicas de cada país.
El Consejo, por su parte, también aborda la cuestión de
los bosques, e insiste en la necesidad de coordinación,
coherencia y complementariedad de las intervenciones
relacionadas con los bosques con las de otros sectores
económicos, entre el desarrollo de los intercambios del
mercado, la gestión duradera del sector forestal y las inter-
venciones de la comunidad internacional. El Consejo reco-
mienda la acción en favor de la aplicación eficaz de las
prioridades de reducción de la deforestación y de la degra-
dación forestal, el incremento de las zonas con gestión
forestal sostenible, el mantenimiento de la biodiversidad, el
apoyo de la transferencia de tecnología, investigación
forestal y con el fin de aclarar la relación entre la gestión
forestal sostenible, el comercio y el medio ambiente. El
cambio climático también es abordado por el Consejo en
unas conclusiones en las que destaca que la UE t iene
como objetivo apoyar a los países en desarrollo en su
lucha contra el cambio climático, fomentando al mismo
tiempo un desarrollo económico y social duradero. Desde
este punto de vista, preconiza un nuevo enfoque de las
prácticas de consumo y producción, y el apoyo a acciones
en ciertos sectores específicos, como la lucha contra la
desertificación y la degradación de los bosques.
Otros temas abordados son el papel del sector privado y el
comercio justo. En el primer ámbito, el Consejo fija los ejes
de acción de la Comunidad y preconiza el refuerzo de la
asociación entre el sector público y el sector privado de los
países en desarrollo y una cooperación más intensa con el
sector privado europeo. Con respecto al comercio justo, 
la Comisión adopta una comunicación en que se explica el
concepto de “comercio justo” y se esboza brevemente la
actual situación, con vistas a contribuir al debate sobre las
medidas que la UE podría adoptar para apoyar el desarro-
l lo del comercio justo dentro de la UE. Constituye un 
primer paso, a partir del cual la Comisión elaborará su posi-
ción respecto al comercio justo y su interacción con las
actuales políticas comunitarias, así como a escala interna-
cional, en particular en el marco de la OMC.
En 1999 se realiza un proceso de evaluación de los instru-
mentos y programas de desarrol lo de la Comunidad
Europea, así como de la ayuda humanitaria, y se adoptan
una serie de recomendaciones encaminadas a mejorar la
coherencia entre la cooperación al desarrollo, la Políti-
ca Exterior y de Seguridad Común (PESC) y la política 
económica exterior, mejorar la coordinación y comple-
mentariedad entre estados miembros y la Comunidad, ar-
monizar y simplificar el marco organizativo y los proce-
dimientos f inancieros y administrat ivos, y reforzar el
control, la evaluación y la transparencia. Por lo que res-
pecta a la ayuda humanitaria se recomienda el refuerzo de
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temporalmente, la Comisión seguirá efectuando el segui-
miento de los avances realizados y las conferencias podrán
volver a tratarlos para tener en cuenta la evolución del De-
recho comunitario.
Ante la reactivación de la solicitud de Malta de adherirse a
la UE, la Comisión elabora un informe, actualización del
dictamen emitido en 1993, sobre los preparativos del país
a la adhesión, en el que recomienda al Consejo la apertura
del examen analítico de la legislación maltesa con el fin de
comenzar las negociaciones a finales de año. A nivel políti-
co, la Comisión confirma las conclusiones del dictamen de
1993, a saber, que las instituciones de Malta funcionan
correctamente. A nivel económico, el informe reconoce
que desde 1993 se han tomado varias medidas para pre-
parar la economía de Malta a la adhesión a la UE y que el
país tiene todas las características de una economía de
mercado. Por lo que se refiere a su capacidad de hacer
frente a la presión competitiva y a las fuerzas de mercado
en la UE, el informe subraya que necesitarán reestructurar-
se las empresas maltesas, especialmente las del sector
público. Además, Malta también necesita hacer un esfuer-
zo concertado para reducir su déficit presupuestario. La
introducción en enero de 1999 de un sistema de IVA
debería ser seguida por medidas suplementarias dirigidas a
aproximar la legislación maltesa al acervo comunitario en
ese campo. El informe concluye que si se establece un
programa completo de reforma y se ejecuta, Malta debería
poder hacer frente a la presión competitiva y a las fuerzas
del mercado en la Unión a medio plazo. En cuanto al 
progreso de Malta en el campo del acervo comunitario,
queda por hacer un sustancial trabajo en la mayor parte de
los campos examinados en el informe, y en especial en los
capítulos que cubren el mercado interior. Además, como
se comprometió a hacer en 1994, Malta tendrá que alinear
rápidamente el arancel aduanero común y suprimir los
impuestos sobre las importaciones de ciertos productos.
Con el fin de sustituir a los protocolos financieros exis-
tentes con Malta y Chipre, se preparan en 1999 sendas
estrategias de preadhesión, que deberán entrar en vigor
el 1 de enero del 2000. Dichas estrategias se basan en la
creación de asociaciones de adhesión con estos dos paí-
ses, el apoyo a las acciones prioritarias para la prepa-
ración a la adhesión definidas en el marco de dichas
asociaciones con cada uno de estos estados, (habida
cuenta de los criterios políticos y económicos así como
de las obligaciones inherentes al hecho de ser un Estado
de la UE), y la participación en determinados programas
y agencias comunitarias. Las asociaciones para la adhe-
sión tienen como objetivo inscribir en un marco único
los ámbitos prioritarios de trabajo definidos en los infor-
mes periódicos de 1999 de la Comisión relativos a los
progresos conseguidos por Chipre y Malta en la vía de la
adhesión, los medios financieros disponibles para ayudar-
les a poner en práctica estas prioridades y las condicio-
nes aplicables a esta ayuda.
Por lo que respecta a la apertura de programas comunita-
rios a los países candidatos, en el marco de la estrategia
de preadhesión, se inician dos proyectos con los países de
Europa Central y Oriental destinados a adaptar la legis-
lación de los países de Europa Central y Oriental y sus
estructuras administrativas y judiciales al acervo y a la nor-
mativa de la UE y sus estados miembros en materia de
derecho de asilo y de lucha contra la delincuencia organi-
zada y la corrupción. Este segundo proyecto, denominado
Octopus II, constituye la prolongación de Octopus I, que
abarcaba el período 1996-1998. Este nuevo programa,
que va hasta finales del año 2000, se aplica a los diez paí-
ses candidatos de Europa Central y Oriental así como a
otros seis países miembros del Consejo de Europa. Tam-
bién, a lo largo del año se fijan las condiciones y modalida-
des de la participación de Estonia, Hungría, Letonia, Litua-
nia, Polonia, República Checa, Eslovenia, Bulgaria, Rumanía
y Eslovaquia en los programas comunitarios de investiga-
ción, demostración y desarrollo tecnológico (1998-2002)
y en los programas de investigación y formación (1998-
2002), y se avanza en la apertura a determinados países
de los programas comunitarios en el ámbito de salud y
política social, de las PYME, de la formación, la juventud 
y la educación, y de fomento de la eficacia energética.
El 1 de febrero entra en vigor el acuerdo europeo de aso-
ciación con Eslovenia, y se celebra posteriormente la pri-
mera reunión del consejo de asociación, el cual recapitula
los progresos realizados por Eslovenia en sus preparativos
para la adhesión. También se celebran a lo largo de 1999
las reuniones de los consejos de asociación con Letonia,
Lituania, Bulgaria, Estonia, Rumanía, Eslovaquia, Polonia,
Hungría y la República Checa. En líneas generales, las reu-
niones sirven para reconocer los progresos realizados por
estos países para conseguir el objetivo de su adhesión a la
UE, en especial en materia macroeconómica.
En el marco de la Agenda 2000, el Consejo Europeo
acuerda el importe que ha de reservarse para la amplia-
ción en el marco de las perspectivas financieras 2000-
2006. Los gastos relativos a los tres instrumentos de
preadhesión (PHARE, el instrumento agrícola y el estruc-
tural) se mantendrán constantes desde el 2000 al 2006,
sin exceder de 1.560 millones de euros para el programa
PHARE, 520 millones de euros para el instrumento agrí-
cola y 1.040 mi l lones de euros para el  instrumento
estructural. En junio se adopta el reglamento que garanti-
za la coordinación y la coherencia de las ayudas concedi-
das en el marco de la estrategia de preadhesión, así
como los reglamentos que establecen el Instrumento
Estructural de Preadhesión (ISPA) y el instrumento de
desarrollo agrícola y rural.
En 1999, la Comisión presenta nuevos informes periódi-
cos sobre los progresos realizados por los diez países can-
didatos de Europa central, Chipre, Malta y Turquía por lo
que respecta al cumplimiento de los criterios de adhesión
fijados por el Consejo Europeo de Copenhague.
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Europa Central
Respecto a los criterios políticos, la Comisión señala que
la  evoluc ión más destacab le se ha produc ido en
Eslovaquia, con la aplicación de un ambicioso programa
de reformas políticas, consistente en la celebración de
elecciones libres, la adopción de medidas constituciona-
les para facilitar la elección del presidente eslovaco por
sufragio universal, la adopción de legislación sobre las
lenguas minoritarias y la elaboración de enmiendas a la
Constitución a fin de garantizar la independencia del
poder judicial. Habida cuenta de la profundidad y el éxito
de este proceso de reformas, la Comisión considera que
Eslovaquia cumple los criterios de Copenhague. Por lo
que se refiere a los demás países candidatos, la Comisión
destaca que ha mejorado el balance global de los esfuer-
zos desplegados para instaurar democracias fuertes y
estables, en pleno respeto del Estado de derecho, aun-
que siguen siendo preocupantes el trato de las minorías
y los gitanos, así como la situación de los niños depen-
dientes de la asistencia pública en Rumanía. Por lo que se
refiere a los criterios económicos (la existencia de una
economía de mercado viable y la capacidad para hacer
frente a la presión competitiva y a las fuerzas del merca-
do dentro de la UE), la Comisión constata que Hungría y
Polonia son los países que más se aproximan al cumpli-
miento de los criterios, mientras que Rumanía y Bulgaria
no cumplen ninguno de los dos, a pesar de los importan-
tes progresos de este último país. Por lo que respecta a
las otras obl igaciones relac ionadas con la adhesión
(adopción del acervo comunitario), la Comisión observa
que todos los países han continuado esforzándose por
conseguir una aproximación a nivel legislativo, aunque
existen algunas importantes diferencias de un país a otro.
Chipre y Malta
La Comisión subraya que Chipre y Malta cumplen los crite-
rios económicos y políticos de Copenhague. Por lo que se
refiere a la adopción del acervo comunitario, Chipre todavía
debe realizar importantes esfuerzos de incorporación de la
legislación, mientras que los progresos de Malta son limita-
dos, con escasos o nulos progresos en los ámbitos que no
tienen relación con la libre circulación de los servicios.
Turquía 
La Comisión observa que, por lo que respecta a los De-
rechos Humanos, los problemas descritos en el informe
de 1998, a pesar de algunas mejoras, siguieron siendo
básicamente los mismos en Turquía. Este país debe asimis-
mo reforzar su capacidad para hacer frente a la presión de
la competencia y a las fuerzas del mercado dentro de la
Unión. La Comisión considera que Turquía debería consi-
derarse en lo sucesivo como un país candidato, incluso si
ello no implica que deban iniciarse negociaciones en este
momento. La Comisión, a fin de que pueda beneficiarse
de este estatuto, propone el refuerzo del diálogo político,
con una especial referencia a la cuestión de los Derechos
Humanos, la coordinación, en un único dispositivo, de
todas las fuentes de asistencia financiera de la UE para la
preadhesión, la posibilidad de participar en los programas
y las agencias de la Comunidad, y la adopción de una aso-
ciación para la adhesión, combinada con un programa
nacional para la adopción del acervo, e inicio de un proce-
so de examen analítico de éste.
Asimismo, la Comisión considera que ha llegado el mo-
mento de dar un nuevo impulso al proceso de ampliación
y recomienda el inicio de negociaciones de adhesión con
Bulgaria, Malta, Letonia, Lituania, Rumanía y Eslovaquia. El
Consejo Europeo anuncia la convocatoria de conferencias
intergubernamentales bilaterales en febrero de 2000 para
iniciar las negociaciones con estos seis países. Con la
incorporación de estos países, todos los candidatos ha-
brán inic iado ya su proceso de negociaciones, con la
excepción de Turquía, país que, sin embargo, es conside-
rado en 1999 como Estado candidato llamado a ingresar
en la UE. Así pues, sobre la base de la estrategia europea
actual, Turquía, al igual que otros estados candidatos,
podrá acogerse a una estrategia de preadhesión destinada
a servir de estímulo y apoyo a sus reformas. Esto incluirá
un diálogo político reforzado, poniendo énfasis en los pro-
gresos en el cumplimiento de los criterios políticos para la
adhesión, con especial referencia a la cuestión de los
Derechos Humanos, y también tendrá la oportunidad de
participar en los programas y organismos comunitarios y
tomar parte en las reuniones entre los estados candidatos
y la Unión en el contexto del proceso de adhesión.
Reiterando el carácter global del proceso de adhesión que
incluye ahora a trece estados candidatos en un único
marco, el Consejo Europeo destaca la necesidad de com-
partir los valores y objetivos de la UE y muy especialmen-
te el principio de resolución pacífica de los conflictos de
conformidad con la Carta de las Naciones Unidas. Por
ello, insta a los estados candidatos a que solucionen cual-
quier conflicto pendiente sobre fronteras y otros asuntos
conexos. En caso de que no fuera suficiente, en un tiempo
razonable deberían presentar el conflicto ante el Tribunal
Internacional de Justicia. El Consejo Europeo analizará la
situación relativa a cualquier conflicto pendiente, en parti-
cular en cuanto se refiere a sus repercusiones en el proce-
so de adhesión y a fin de fomentar su resolución a través
del Tribunal Internacional de Justicia, a más tardar para
finales de 2004.
Uno de estos conflictos es el que concierne a Chipre,
sobre el cual el Consejo Europeo deja claro que, si bien,
se congratula del comienzo de las conversaciones enca-
minadas a una solución global del problema de Chipre el
3 de diciembre en Nueva York, si al término de las nego-
ciaciones de adhesión no se hubiera alcanzado una solu-
ción, la decisión del Consejo sobre la adhesión se haría
sin que lo anterior constituya una condición previa.
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III. POLÍTICA ECONÓMICA Y MONETARIA
Para dar inicio a la emisión de euros, el Banco Central Eu-
ropeo aprueba el volumen de emisión de moneda metáli-
ca en los estados miembros participantes en el año 2000,
tanto las monedas destinadas a la circulación como las de
colección. De un total de 750,47 millones de euros, a Es-
paña le corresponde el mayor volumen de emisión con un
27,6% del total europeo, seguida de Alemania con el
19,1%, de Austria con el 12,5% ,Francia con el 11,2%, e
Irlanda 9,6%.
El Consejo adopta una declaración común sobre las mo-
dalidades de introducción de los billetes y monedas de
euro, en la que tras estudiar de manera intensiva en cada
país participante y a escala comunitaria cuál debe ser la
mejor estrategia a seguir, adopta las siguientes líneas
generales: 
a) los estados miembros harán cuanto sea posible por
garantizar que la mayor parte de las transacciones en
efectivo pueda realizarse al término de la primera quin-
cena de 2002; 
b) los estados miembros consideran que el período de
doble circulación de billetes y monedas antiguos y nue-
vos ocupará entre cuatro semanas y dos meses. Una vez
transcurrido este período, los estados miembros podrán
facilitar el cambio de billetes y monedas antiguos; 
c) a fin de que exista una cantidad suficiente para la cir-
culación en los primeros días de enero de 2002, conven-
dría que las instituciones f inancieras y otros grupos,
como las empresas de acondicionamiento del dinero en
metálico y minoristas, dispusieran de billetes y monedas
antes del 1 de enero de 2002, con cierta antelación; 
d) para permitir que los ciudadanos se familiaricen con
las nuevas monedas y facilitar la transición, los estados
miembros admiten que puede preverse que se sirvan
cantidades limitadas de monedas a los ciudadanos que lo
soliciten, en especial los grupos vulnerables de la pobla-
ción, pero nunca antes de la segunda quincena de di-
ciembre de 2001.
Por lo que respecta a las orientaciones generales de la
situación económica de la UE, y en relación a la introduc-
ción del euro, se formulan una serie de recomendaciones
dirigidas al estímulo del crecimiento, el empleo y la estabi-
lidad. La Comisión presenta un informe en el que examina
los retos principales para los próximos años e indica que
los esfuerzos políticos, una vez conseguida la unión mone-
taria, deben encaminarse al aumento del empleo y la
reducción del paro. La introducción del euro, si bien no
solucionará de por sí el problema del desempleo en la UE,
reforzará su capacidad para estimular el empleo, el creci-
miento y la estabi l idad. Para el lo deberán abordarse 
reformas estructuales y políticas macroeconómicas, en
particular, para garantizar la coherencia de las reformas de
los mercados de bienes, servicios y capitales, del trabajo y
de la Hacienda pública. La Comisión recuerda también la
necesidad de reformar los sistemas fiscales y de seguridad
social para incitar a la creación de empleo, así como la
necesidad de actuar para dotar al mercado laboral de
mayor f lexibi l idad y promover la inversión en capital
humano. Por último, hace hincapié en la necesidad de
reforzar la coordinación de las políticas fiscales en la UE y
de reestructurar la Hacienda pública, con el fin de prepa-
rarse a las consecuencias presupuestarias del envejeci-
miento de la población.
Con el objetivo de alcanzar un alto nivel de empleo, la
UE establece unas recomendaciones sobre las orienta-
ciones generales de política económica que se articulan
en torno a tres ejes: 
a) políticas macroeconómicas adecuadas, favorables al
crecimiento y al empleo, basadas en una buena gestión
de la hacienda pública, una baja tasa de inflación y una
evolución salarial adecuada, en especial a través de una
consolidación presupuestaria que respete las disposicio-
nes del pacto de estabilidad y crecimiento;
b) reformas económicas encaminadas a mejorar el funcio-
namiento de los mercados de bienes, servicios y capitales,
particularmente, aprovechando los efectos positivos del
mercado único, en especial a través de la liberalización de
la contratación pública así como en el sector de las tele-
comunicaciones; 
c) políticas activas de modernización de los mercados de
trabajo, a través de sistemas de educación y formación
más eficientes, la reducción de los impuestos y la revisión
de las condiciones de obtención y de la duración de las
prestaciones sociales.
El Consejo Europeo, ante la necesidad de fortalecer las
orientaciones de cara a lograr el crecimiento y la crea-
ción de empleo, llama la atención sobre la incidencia del
envejecimiento de la población y el uso de las nuevas
tecnologías. En concreto apunta que los cambios demo-
gráficos requerirán medidas de prolongación de la vida
activa y mayor eficacia en los sectores públicos y priva-
dos para soportar la carga económica de tales cambios.
El actual proceso de mundialización aumenta la compe-
tencia y la necesidad de fomentar la innovación y la
reforma estructural. La UE y los estados miembros de-
ben promover activamente un uso más extendido de las
nuevas tecnologías y desarrollar la sociedad de la in-
formación para apoyar la competitividad, el empleo y la
cohesión social.
Por lo que respecta al pacto de estabilidad y convergen-
cia, el Consejo dictamina sobre los programas de los paí-
ses miembros destacando que todos ellos cumplen las
exigencias de estabilidad y convergencia. Considera sin
embargo que algunos de ellos deben realizar mayores es-
fuerzos de contención y reducción de los niveles de défi-
cit y deuda pública, es el caso de Austria, Portugal, Bélgica,
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Alemania o Francia. El Consejo dictamina que Irlanda y
Bélgica deben aumentar las reformas estructurales, Suecia
debe introducir de manera más detallada sus orientacio-
nes en esta materia. También reconoce los importantes
esfuerzos de Italia y España en estimular el crecimiento y
el empleo. Para algunos países como Suecia y Bélgica
recomienda tener en cuenta el envejecimiento de la
población, y para Italia que prevea un crecimiento inferior
al previsto. También se valora positivamente la evolución
económica de Grecia, que posibil ita la derogación del
estatus de país con déficit excesivo, dada la importante
reducción del déficit y la deuda pública, si bien considera
que los esfuerzos deben continuar, en especial por reducir
la deuda la cual aún permanecerá un tiempo relativamen-
te elevada con relación al valor de referencia fijado por el
Tratado.
IV. JUSTICIA Y ASUNTOS DE INTERIOR
La entrada en vigor del Tratado de Amsterdam refuerza
considerablemente el apartado de justicia y asuntos de
interior, pues se integran en el marco del Tratado CE los
temas relativos a los visados, al asilo, a la inmigración y a
la cooperación judicial en materia civil. La mayor parte
de acciones desarrolladas en materia de justicia y asuntos
de interior responden a los mecanismos necesarios para
trasladar dichos temas al cuerpo comunitario. Uno de
estos elementos es el acuerdo de Schengen, para cuya
inserción en el cuerpo de la UE se hace necesario definir
los elementos que conforman su contenido, identifican-
do todas las disposiciones y decisiones que aún tienen
valor jurídico vinculante, que no han sido sustituidas por
disposiciones del Derecho comunitario o actos jurídicos
de otro tipo y que no son de competencia exclusiva de
los estados miembros. Paralelamente, en 1999 se amplía
el espacio Schengen mediante un acuerdo con Islandia y
Noruega. Asimismo, el Reino Unido solicita participar en
algunas disposiciones relativas a la cooperación policial y
judicial y en materia penal, a la lucha contra la droga, así
como al sistema de información Schengen. También
Grecia, mediante una decisión del Consejo, pasa a in-
tegrarse en el espacio Schengen, por lo que durante el
primer trimestre del 2000 se suprimen los controles
fronterizos de puertos y aeropuertos con este país.
Las nuevas competencias comunitarias en justicia e interior
son aprovechadas para presentar tres propuestas legislati-
vas que transponen al derecho comunitario tres convenios
aún no ratificados: sobre competencia, reconocimiento y
ejecución de decisiones matrimoniales y responsabilidad
parental sobre los hijos comunes; comunicación y notifica-
ción de los autos judiciales y extrajudiciales en materia civil
o mercantil; y la creación del sistema Eurodac. La primera,
recoge en su conjunto el contenido del convenio de Bru-
selas II, y tiene por objeto establecer normas uniformes de
competencia en cuanto a anulación de matrimonio, divor-
cio, separación, y responsabilidad parental respecto a los
hijos comunes así como facilitar entre los estados miem-
bros el reconocimiento rápido y automático de las sen-
tencias sobre estas cuestiones. Por lo que respecta a la
segunda, se recoge en su conjunto el contenido del conve-
nio firmado en mayo de 1997, y tiene por objeto mejorar
y acelerar la transmisión entre los estados miembros de
los documentos judiciales y extrajudiciales en materia civil
o mercantil a efectos de simplificación o notificación, así
como reforzar la seguridad jurídica en este ámbito. El pro-
yecto de convenio Eurodac, también se transforma en pro-
puesta de reglamento comunitar io. Tiene por objeto
establecer un sistema centralizado de comparación de las
huellas dactilares de los solicitantes de asilo, así como de
algunos nacionales de terceros países en situación irregu-
lar, con el f in de facil itar la aplicación del convenio de
Dublín relativo a la determinación del Estado responsable
del examen de una solicitud de asilo.
La creación de un espacio de libertad, seguridad y justi-
cia, que preconiza el Tratado de Amsterdam, es uno de
los elementos más ampliamente desarrollados a lo largo
del año por las diversas instituciones europeas, y merece
la celebración de una sesión extraordinaria del Consejo
Europeo, en Tampere en el mes de octubre, en el que se
desarrolla el concepto y se acuerdan las orientaciones y
prioridades políticas al respecto:
a) una política de asilo y migración común de la UE: se
trata lograr un enfoque global de la migración (proble-
mas políticos, Derechos Humanos y desarrollo) y de
colaborar con los terceros países; establecer un sistema
europeo común de asilo y un estatuto uniforme para las
personas a las que se concede asilo; garantizar un trato
justo y una política de integración más decidida de los
nacionales de terceros países que residen legalmente en
el territorio de los estados miembros; garantizar la ges-
tión de los flujos migratorios con el fin de hacer frente a
la inmigración ilegal y a la trata de seres humanos;
b) un auténtico espacio europeo de justicia: los objetivos
consisten en facilitar el acceso a la justicia, ofreciendo a
los ciudadanos una mejor información sobre los sistemas
jurídicos de los estados miembros y adoptando normas
especiales de procedimiento comunes con el fin de simpli-
ficar el reglamento de los litigios transfronterizos; reforzar
el reconocimiento mutuo de las resoluciones y sentencias
judiciales; promover una mayor convergencia de las legis-
laciones de los estados miembros en Derecho civil;
c) lucha contra la delincuencia a escala de la Unión: la inte-
gración de los aspectos vinculados a la prevención de la de-
l incuencia y el incremento de la cooperación contra la
delincuencia mediante la creación de equipos conjuntos de
investigación, el establecimiento de una estructura común
de los servicios de policía nacional y de Eurojust, unidad
integrada por f iscales, magistrados y agentes de policía
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encargada de facilitar la adecuada coordinación de las fiscalí-
as nacionales, el refuerzo del papel de Europol y la elabora-
ción de definiciones, inculpaciones y sanciones comunes; la
instauración de acciones especiales contra el blanqueo de
capitales.
En materia de asilo e inmigración, durante 1999 se desa-
rrollan los trabajos del grupo de alto nivel (task force) crea-
do en diciembre de 1998, el cual elabora planes de acción
para Afganistán, Irak, Marruecos, Somalia y Sri Lanka en los
que se incluyen elementos tales como un análisis común
de las causas de la af luencia, sugerencias destinadas a
reforzar la estrategia común de desarrollo con el país en
cuestión, el inventario de las necesidades humanitarias y
propuestas a tal efecto, indicaciones sobre las cláusulas de
readmisión y acuerdos sobre las posibilidades de recepción
y protección en la región, el regreso en condiciones de
seguridad, la repatriación y la cooperación con el Alto
Comisionado para los refugiados. El Consejo prorroga el
mandato del grupo para la aplicación de dichos planes.
En materia de admisión de nacionales de terceros países
en los estados miembros, se avanza en la aprobación del
Convenio relativo a las normas de admisión (ver Anuario
1997), al producirse este año el dictamen favorable del
Parlamento Europeo. También se adopta un reglamento
que establece una lista común de terceros países cuyos
nacionales deben estar provistos de un visado al cruzar
las fronteras exteriores de los estados miembros. El
reglamento permite a los estados miembros determinar
si los nacionales de los terceros países que no figuran en
la lista común, así como otras categorías de personas,
como por ejemplo los apátridas y los refugiados recono-
cidos, están sujetos al requisito de visado.
Por lo que respecta a los refugiados, se propone una deci-
sión con objeto de crear un fondo europeo destinado a
apoyar y fomentar los esfuerzos realizados por los estados
miembros para acoger refugiados y desplazados, y para
soportar las consecuencias de esta acogida. Reunirá en un
único instrumento, previsto para un período de cinco
años, las acciones relativas a la acogida de los solicitantes
de asilo, la integración de los refugiados y la repatriación
voluntaria, que antes se distribuían en partidas presupues-
tarias distintas. Prevé una distribución de recursos entre
los estados miembros proporcional, por una parte, a los
solicitantes de asilo que reciben y, por otra parte, al núme-
ro de refugiados que albergan en su territorio.
Asimismo, y avanzando en la elaboración de normas
comunes en mater ia de procedimientos de as i lo ,  la
Comis ión adopta un documento de trabajo en que
recuerda la necesidad de un instrumento jurídico vincu-
lante a escala comunitaria en esta materia. La Comisión
pref iere presentar una propuesta basada en f i jar un
determinado nivel de garantías de procedimiento que
todos los estados miembros deberían facilitar, conce-
diéndoles cierta flexibilidad para decidir los detalles de
las disposiciones administrativas que permitan alcanzar
este nivel de garantías. El documento examina una serie
de cuestiones relativas a la determinación de la respon-
sabilidad del examen de una solicitud de asilo, a los pro-
pios procedimientos (procedimientos acelerados, nivel
de prueba exigido, conceptos de "demanda manifiesta-
mente no fundada" y de "tercer país seguro") así como a
algunos aspectos particulares (grupos vulnerables, retira-
da del estatuto de refugiado).
Por lo que respecta a la inmigración clandestina, el Con-
sejo crea un sistema de alerta rápida destinado a acelerar
el intercambio de información entre autoridades compe-
tentes de los estados miembros sobre la evolución de la
inmigración clandestina y sus sectores, con el fin de per-
mitir a las entidades autorizadas preparar mejor las con-
tramedidas convenientes. Los países candidatos a la
adhesión a la UE podrán participar en este sistema de
alerta rápida.
En materia de agrupación familiar, la Comisión aprueba
una propuesta de directiva que prevé el derecho de los
ciudadanos de terceros países (cuando residan legalmen-
te en el territorio de los estados miembros con un per-
miso de residencia de una validez de al menos un año), a
la reagrupación familiar si cumplen ciertas condiciones,
como el respeto del orden público y la seguridad pública
(condiciones imperativas), la existencia de un alojamien-
to adecuado y recursos suficientes, o incluso la fijación
de un período de espera. La norma relativa a la entrada y
residencia del consorte no casado, incluido del mismo
sexo, sólo se aplica en los estados miembros cuya legisla-
ción nacional asimila la situación de las parejas solteras a
la de las casadas. Los refugiados reconocidos con arreglo
al Convenio de Ginebra de 1951, así como las personas
que se beneficien de formas subsidiarias de protección,
pueden acogerse también a las disposiciones de la Direc-
tiva incluso en condiciones más favorables.
En la lucha contra la delincuencia, destaca la elaboración
de una estrategia de la UE en materia de droga. La Co-
misión aprueba una comunicación en que establece un
plan de acción para el período 2000-2004, en que define
cinco objetivos generales: procurar que la lucha contra la
droga siga siendo una de las grandes prioridades de la
acción interna y externa de la Unión; proseguir el enfoque
integrado y equilibrado adoptado hasta ahora, en el cual la
reducción de la oferta y la de la demanda constituyen fac-
tores que se refuerzan mutuamente; proseguir la recogida,
análisis y difusión de datos objetivos, fiables y comparables
sobre el fenómeno de la droga en la UE, gracias a la ayuda
del Observatorio Europeo de la Droga y las toxicomanías
así como de Europol; promover la cooperación internacio-
nal y la integración del control de las drogas en la coopera-
ción al desarrollo y apoyar en particular la acción de las
Naciones Unidas y del Programa de las Naciones Unidas
para el Control Internacional de las Drogas (PNUCID); y
velar por que estén disponibles recursos suficientes para la
lucha contra la droga.
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V. CUESTIONES INSTITUCIONALES
La nueva Comisión
La presentación del informe del Comité de expertos inde-
pendientes creado por el Parlamento Europeo para exami-
nar las alegaciones de fraude, mala gestión y nepotismo en
la Comisión, provoca la dimisión colectiva del la Comisión
presidida por Jacques Santer, aunque permanece en fun-
ciones hasta la toma de posesión de la nueva Comisión. En
el Consejo Europeo de Berlín, de marzo de 1999, los esta-
dos miembros llegan al acuerdo de designar a Romano
Prodi nuevo presidente de la Comisión. Prodi recibe 414
votos a favor, 142 en contra y 35 abstenciones en su in-
vestidura por el Parlamento Europeo. En su discurso de
investidura, Prodi anuncia algunas de las cuestiones priori-
tarias de la agenda política europea, concretamente en el
relanzamiento del papel de la Comisión, y en el fortaleci-
miento de tres ámbitos de las políticas comunes: la Política
Exterior y de Seguridad Común y la proyección internacio-
nal de Europa, las políticas encaminadas a lograr un espa-
cio de l ibertad, seguridad y just ic ia en la Unión, y las
políticas para volver a impulsar el crecimiento económico
europeo y luchar contra el desempleo.
Según Prodi, el objetivo de relanzar el papel de la Comi-
sión pasa esencialmente por la solución de la definición
del papel institucional que le corresponde a la Comisión
respecto al Consejo y al Parlamento, y la definición más
clara de la relación que debe existir entre política y admi-
nistración en la actuación de la Comisión. La nueva Co-
misión nace con la voluntad de reforzar su papel y su
eficacia a través de una actuación verdaderamente cole-
giada, para lo cual se proyectan dos vicepresidencias de
coordinación estratégica, así como departamentos que
agrupen las carteras que requieren una integración y coo-
peración. Ello redundará en una mayor transparencia, efi-
cacia e iniciativa política. Por lo que respecta a los tres
ámbitos prioritarios para las políticas comunes:
a) en lo que se refiere a la Política Exterior y de Seguridad
Común y la proyección internacional de Europa, existen
tres razones principales para una mayor y más urgente
proyección de la presencia europea en el mundo. Por un
lado el lanzamiento del euro, con lo que supone de crear
un modelo internacional con dos motores, el dólar y el
euro, seguramente más estable que el sistema basado en
una sola divisa. La segunda razón es el reequilibrio de la
Europa económica a través de una Europa polít ica; en
especial, será necesaria la creación de un nuevo proyecto
institucional en el ámbito de la defensa común. La amplia-
ción plantea cuestiones políticas urgentes, ya que desplaza
el epicentro de la UE hacia Oriente y subraya la importan-
cia de la relación con Rusia, en la que se medirá el éxito
de toda futura PESC. La tercera razón para consolidar la
vocación política es que acontecimientos como los de Yu-
goslavia no vuelvan a ocurrir, hacer prevalecer el desarro-
llo y la integración al odio étnico y la opresión;
b) las políticas encaminadas a lograr un espacio de liber-
tad, seguridad y justicia en la Unión, objetivo fundamen-
tal del Tratado de Amsterdam, de cara a la evolución de
la Unión y a la actuación y el compromiso en favor de
los derechos fundamentales, la ciudadanía europea y la
lucha contra cualquier forma de discriminación. Se trata
de buscar una adhesión convencida de todos al objetivo
del espacio de libertad, seguridad y justicia como expre-
sión concreta de la ciudadanía europea;
c) las políticas para volver a impulsar el crecimiento eco-
nómico europeo y luchar contra el desempleo. Las políti-
cas macroeconómicas deberán hacer especial énfasis en la
plena consecución de la liberalización de los mercados,
bienes y servicios, en el sistema impositivo. Habrá que
tener especial atención en la reducción de las cargas fisca-
les y contributivas, en el respeto de los programas de es-
tabilidad, y de manera que los gastos sociales no se vean
en exceso afectados. Se deberá fomentar la movilidad
laboral y acercarse a una forma común de combinar efica-
Romano Prodi: Presidente
Neil Kinnock: Vicepresidente; Reforma Administrativa
Loyola de Palacio: Vicepresidenta; Relaciones con el
Parlamento Europeo; Transportes; Energía
Mario Monti: Competencia
Franz Fischler: Agricultura; Pesca; Desarrollo Rural
Erkki Liikanen: Empresa; Sociedad de la Información
Frederik Bolkestein: Mercado Interior
Philippe Busquin: Investigación
Pedro Solbes: Asuntos Económicos y Monetarios
Poul Nielson: Desarrollo; Ayuda Humanitaria
Günter Verheugen: Ampliación
Christopher Patten: Relaciones Exteriores
Pascal Lamy: Comercio
David Byrne: Sanidad; Protección del Consumidor
Michel Barnier: Política Regional; Conferencia
Intergubernamental (ad personam)
Viviane Reding: Educación y Cultura
Michaele Schreyer: Presupuesto
Margot Wallström: Medio Ambiente
António Vitorino: Justicia y Asuntos de Interior
Anna Diamantopoulou: Empleo y Asuntos Sociales
La composición de la nueva Comisión 2000-2005 presidida por Prodi es la siguiente:
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cia y solidaridad, las acciones en materia de gasto social
deberán inspirarse cuando menos a principios comunes
como una mayor base del seguro para las prestaciones de
la Seguridad Social. Al afrontar eficazmente el problema
del desempleo y del futuro de las jóvenes generaciones,
las apropiadas políticas macroeconómicas deben ir acom-
pañadas de un igualmente amplio abanico de acciones
microeconómicas, centradas en la formación de recursos
humanos, el incremento de las inversiones en los ámbitos
de la investigación y el desarrollo, y el desarrollo de la
sociedad de la información.
Tratado de Amsterdam
Durante el primer trimestre del año se realiza el depósito
de los instrumentos de ratificación por parte de España,
Bélgica, Grecia, Portugal y Francia. El proceso de aprobación
del Tratado por parte de estos países es el siguiente:
5 enero 1999
España. El Tratado es aprobado por el Congreso de los
Diputados el 8 de octubre de 1998 y por el Senado, el
24 de noviembre de 1998.
17 febrero 1999
Bélgica. El Tratado es aprobado por el Senado el 4 de
junio, por la Cámara de Representantes el 9 de julio, por
la Comunidad Francesa el 9 de julio, por la Región Valona
el 15 de julio, por la Comunidad Germanófona el 30 de
noviembre, por la Región Flamenca el 15 de diciembre y
por la región de Bruselas-Capital el 5 de febrero.
22 marzo 1999
Portugal. El Tratado es aprobado por el Parlamento el 6 de
enero de 1999.
23 marzo 1999
Grecia. El Tratado es aprobado por el Parlamento el 17 de
febrero de 1999.
30 marzo 1999
Francia. Tras la revisión de la Constitución, el 18 de ene-
ro de 1999, la Asamblea Nacional aprueba el Tratado el
4 de marzo; el Senado lo hace el 16 de marzo.
Una vez todos los estados miembros han ratificado el Tra-
tado, su entrada en vigor tiene lugar el primer día del segun-
do mes siguiente al depósito del instrumento de ratificación
del último Estado signatario que ha cumplido dicha formali-
dad, el 1 de mayo de 1999. El Tratado había sido firmado
diecinueve meses antes, el 2 de octubre de 1997 (ver Anua-
rio CIDOB 1997 para el contenido del Tratado).
La reforma en el procedimiento de codecisión que el
nuevo Tratado introduce lleva a las instituciones perti-
nentes, Parlamento, Consejo y Comisión, a firmar el 4 de
mayo una Declaración común sobre las modalidades
prácticas del nuevo procedimiento de codecisión. Dicha
declaración establece, entre otras cuestiones, que las ins-
tituciones cooperarán de buena fe con objeto de acercar
al máximo sus posiciones de modo que, en la medida de
los posible, el acto pueda ser adoptado en primera lectu-
ra. Con ocasión de una segunda lectura, se convocará un
Comité de Conciliación, copresidido por el Presidente
del Parlamento Europeo y el Presidente del Consejo.
La Conferencia Intergubernamental
Ante la perspectiva de la ampliación de la UE, las distin-
tas instituciones europeas se posicionan sobre la organi-
zación de la Conferencia Intergubernamental (CIG) para
resolver las cuestiones institucionales no definidas en
Amsterdam y que necesitan esclarecerse antes de la
ampliación. La Comisión destaca que, al iniciarse en el
año 2002 un proceso de ampliación que durará varios
años, la reforma de las instituciones es su condición pre-
via y debe realizarse antes del f inal del año 2000. La
Comisión define tres retos fundamentales para el futuro
de la Unión: buen funcionamiento con un gran número
de estados; prevención del riesgo de dispersión; y conti-
nuación de la construcción política de Europa.
Por lo que se refiere al primer reto, la Comisión reco-
mienda que la CIG se centre en los temas de carácter
institucional. A este respecto, propone cinco ejes para lo
que considera que deber ser una verdadera reforma:
1- toma de decisiones: el voto por mayoría cualificada en
el Consejo debería convertirse en la norma general, con
algunas excepciones reservadas a cuestiones fundamen-
tales o muy delicadas;
2- evolución de los Tratados: reorganizar los Tratados
separando los textos básicos, por un lado, y los textos
de aplicación por otro. Esta reorganización permitiría
que los  textos de ap l icac ión pudieran modi f i carse
mediante un procedimiento simplificado;
3- representación de los estados en el Consejo: las decisio-
nes del Consejo deberían ser más representativas del peso
relativo de los distintos Estados miembros de la Unión, con-
forme a los equilibrios previstos en el Tratado de Roma;
4- las demás instituciones: habrá que determinar el núme-
ro de representantes elegidos en cada Estado miembro al
Parlamento Europeo. La propia Comisión, con la nueva
facultad de orientación política reconocida a su Presidente,
deberá preservar su carácter colegiado, su eficacia y su
método de decisión por mayoría simple de los miembros
que la componen.  Prevé también que e l  Tr ibunal  de
Justicia y el Tribunal de Cuentas se adapten al nuevo fun-
cionamiento como consecuencia de la ampliación;
5- funcionamiento de las instituciones: la Comisión preco-
niza que se revisen los métodos de trabajo del Consejo,
del Parlamento Europeo y de la Comisión.
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Por lo que se refiere a los demás retos fundamentales a
los que deberá responder la CIG, la Comisión hace hin-
capié en dos nociones generales:
a) prevenir el riesgo de dispersión, manteniendo el nivel
de integración y reforzando la coherencia de la UE.
Puesto que la UE ampliada será por definición menos
homogénea, habrá que permitir que los estados miem-
bros cooperen entre sí, sin debilitar la construcción co-
munitaria, para lograr un nivel de integración superior al
ya alcanzado por el conjunto de la UE;
b) con el f in de continuar la construcción política de
Europa, la CIG deberá sacar las consecuencias, desde el
punto de vista institucional, de los trabajos que se están
llevando a cabo en el ámbito de la defensa europea.
El Parlamento, por su parte, expresa el deseo de que se
simplifiquen y reorganicen los Tratados en un texto único
que prevea, además de las disposiciones fundamentales,
una parte más fácilmente revisable. Pide que se lleven a
cabo reformas institucionales suficientemente ambiciosas,
en especial por lo que respecta a la superioridad que se
debe conceder al voto por mayoría cualificada y al procedi-
miento de codecisión. Asimismo, considera conveniente la
continuación del debate sobre la flexibilidad, sin olvidar la
importancia de ampliar las posibilidades de cooperación re-
forzada entre los estados miembros que lo desean. El Par-
lamento quiere también que se refuerce el papel exterior
de la UE, tanto en materia de seguridad y defensa como de
relaciones económicas. Por último, defiende la creación de
un espacio de libertad, de seguridad y de democracia, así
como el refuerzo de la política europea en los ámbitos
económico y social, y especialmente en el del empleo.
Por su parte, el Comité de las Regiones, al igual que el
Parlamento Europeo, expresa su deseo de que la próxima
CIG no se limite a las cuestiones institucionales dejadas sin
respuesta en Amsterdam, sino que deberán emprenderse
igualmente reformas de fondo (seguridad interna y jurídica,
política exterior y defensa, garantía de la existencia de una
Europa democrática y cercana a los ciudadanos). En espe-
cial, solicita que se inscriba en el Tratado el papel de los
entes locales y regionales y el principio de autonomía local,
así como que se le reconozca al Comité de las Regiones 
el estatuto de institución y el derecho de recurso ante el
Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas.
Una vez recogidas las distintas posiciones institucionales,
el Consejo Europeo de Helsinki establece que la CIG
deberá acabar sus trabajos y decidir las modificaciones
que habrán de introducirse en los Tratados en el período
que se extiende hasta diciembre del 2000. Por lo que se
refiere a los temas que deben tratarse, la CIG examinará: 
a) el tamaño y la composición de la Comisión europea;
b) la ponderación de votos en el seno del Consejo;
c) la posible extensión del voto por mayoría cualificada
en el seno del Consejo;
d) otras modificaciones que será necesario introducir en
los Tratados con respecto a las instituciones europeas,
en relación con las cuestiones antes citadas y en el mar-
co de la aplicación del Tratado de Amsterdam.
Parale lamente a l  proceso de lanzamiento de la CIG,
durante 1999 se avanza en las reformas institucionales
tendentes a aumentar la transparencia y eficacia del traba-
jo comunitario. Este año se adopta la decisión que simpli-
f ica el sistema, en vigor desde 1987, de comités com-
puestos por representantes de los estados miembros
encargados de asistir a la Comisión en el ejercicio de sus
competencias de ejecución (sistema generalmente deno-
minado "comitología"), con el fin de hacerlo más demo-
crático y transparente. En particular, reduce el número de
procedimientos de los comités, brinda al Parlamento
Europeo la posibilidad de ejercer el derecho de estudio
sobre la aplicación de actos adoptados por codecisión y
aumenta considerablemente la transparencia de la "comi-
tología" en beneficio del Parlamento y de la opinión públi-
ca. Por último, la decisión proporciona criterios para guiar
al legis lador en su elección del procedimiento de los
comités. Estas diferentes innovaciones tienen por objeto
poner fin a los reiterados conflictos entre el Parlamento y
el Consejo sobre las cuestiones de "comitología" y deberí-
an facilitar en el futuro la adopción de actos legislativos
por codecisión.
Las elecciones al Parlamento Europeo
Los días 10, 11 y 13 de junio se celebran las quintas elec-
ciones por sufragio universal al Parlamento Europeo. Las
elecciones estuvieron marcadas por la baja participación
en muchos países, sólo el 23% de los electores del Reino
Unido, o el 30% en Finlandia y los Países Bajos. La parti-
cipación global en los 15 países alcanzó el 52,8%. Tras el
cambio del sistema electoral en el Reino Unido, las elec-
ciones se realizaron mediante sistemas proporcionales, a
excepción de Irlanda e Irlanda del Norte donde perma-
neció el sistema mayoritario. Para consultar los resulta-
dos por países ver anexo de observatorio electoral en
este Anuario. Tras las elecciones, la composición del
nuevo Parlamento Europeo 1999-2004 queda como
sigue (datos a 31 de diciembre de 1999):
Grupo del Partido Popular Europeo
(demócrata-cristianos) y Demócratas Europeos (PPE) 233 
Grupo del Partido de los Socialistas Europeos (PSE) 180 
Grupo del Partido Europeo de los Liberales,
Demócratas y Reformistas (ELDR) 51
Grupo de los Verdes en el Parlamento
Europeo-Alianza Libre Europea (V-ALE) 48
Grupo Confederal de la Izquierda Unitaria
Europea-Izquierda Verde Nórdica (IUE-IVN) 42
Unión por una Europa de las Naciones (UEN) 30
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Grupo Técnico de Diputados
Independientes-Grupo Mixto (TDI) 18
Europa de las Democracias y de las Diferencias (EDD) 16
No inscritos (NI) 8
Total 626
Con 306 votos a favor, la francesa Nicole Fontaine (PPE)
es elegida en primera vuelta presidenta del Parlamento
Europeo. El candidato socialista Mario Soares recibió 200
votos, y la candidata del grupo de los verdes, la finlande-
sa Heidi Hautala, 49 votos. Fontaine será presidenta
durante la primera mitad de la legislatura, hasta diciem-
bre de 2001, para dar paso en la segunda mitad al liberal
irlandés Pat Cox. Es la segunda vez que una mujer ocupa
la presidencia del Parlamento desde que en 1979 fue
elegida para este cargo la también francesa Simone Veil.
Destaca, la reelección de Jacob Söderman como defensor
del pueblo europeo para los próximos 5 años. Söderman
recibe 269 y el otro candidato, el ex eurodiputado del
PPE y ex vicepresidente del Parlamento Europeo, Geor-
gios Anastossopoulos, 256. Jacob Söderman es defensor
del pueblo desde julio de 1995.
Finalmente, y en el marco de la Agenda 2000, en mayo de
1999, el Parlamento Europeo, el Consejo y la Comisión
alcanzan un acuerdo interinstitucional por el que se com-
prometen a respetar los l ímites máximos del gasto. El
acuerdo político establece las perspectivas financieras
sobre estos límites máximos del gasto comunitarios.
Fuente: Bulletin de l’Union Europeenne, 1999
